
2 de marzo de 2026

Para: Oficina del Asesor en Cumplimiento (Compliance Advisor Ombudsman – CAO).

Asunto: Solicitud de Evaluación de Cumplimiento (Compliance Appraisal) - Incumplimiento

Grave de las Normas de Desempeño 1 y 5 en el Proyecto Troncal del Magdalena II.

Reclamantes: Familia Anaya Salazar - Víctimas de Despojo Reconocidas Judicialmente y

Sujetos de Especial Protección.

Respetados señores; reciban un cordial saludo.

Con el respeto que nos caracteriza, Wisthon Erwinth Anaya Ortega, Nancy Salazar de Anaya,

Nancy Andrea Anaya Salazar y Erwinth Leonardo Anaya Salazar, mayores de edad e

identificados al pie de nuestras firmas, acudimos ante el Compliance Advisor Ombudsman -

CAO, con el fin de solicitar su intervención en relación con los impactos derivados del proyecto

de infraestructura vial desarrollado bajo el Contrato de Concesión No. 003-2022, suscrito entre

el concesionario Autopista del Río Grande S.A.S. y la Agencia Nacional de Infraestructura (ANI),

cuyo Plan de Acción de Reasentamiento (PAR) fue aprobado por especialistas adscritos a la

International Finance Corporation - IFC.

En el marco de la implementación del PAR fuimos categorizados como "propietarios ausentes".

Esta clasificación resulta incompatible con la realidad fáctica y jurídica acreditada en el

expediente. El predio "Las Palmeras" fue ocupado en 2011 sin compensación efectiva por la

concesionaria delegataria de la ANI, ocasionándose la destrucción de mejoras productivas

esenciales: jagüeyes, corrales, edificaciones principales, especies maderables, árboles frutales y

adecuaciones de terreno, que constituían la base de nuestro proyecto agroindustrial y el

sustento de nuestros medios de vida.

Posteriormente, tales activos fueron compensados a ocupantes irregulares en un contexto de

despojo forzado asociado al conflicto armado interno. Mediante sentencia de restitución de

tierras del 31 de octubre de 2016, proferida por la Sala Civil Especializada en Restitución de

Tierras del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cartagena¹ (providencia en firme con

efectos de cosa juzgada), se declararon nulos dichos pagos por ilicitud y mala fe, precisándose

que no generan derecho oponible frente a los propietarios restituidos.

1 Anexo 1.



Infortunadamente y de conformidad con la evidencia adjunta, el prestatario Autopista del Río

Grande S.A.S, ha manifestado que no reconocerá las mejoras productivas ni otros activos

destruidos, invocando el argumento de "doble pago, sin que exista un fundamento legal que le

permita soportar esta decisión. A nuestro juicio, esta posición plantea brechas sustantivas entre

los Estándares de Desempeño aplicables (PS1 y PS5/ND5) y su implementación práctica en el

Proyecto, particularmente en lo relativo a: i) La obligación de compensación a Full Replacement

Cost (FRC), sin depreciación, incluyendo mejoras productivas y costos de restablecimiento, aun

cuando el marco normativo interno resulte más restrictivo (PS5, párr. 12; Nota de Orientación

8, bridging gaps; ii)El deber de restablecimiento efectivo y oportuno de los medios de vida en

contextos rurales y agroindustriales (PS5, párr. 13; Nota de Orientación 23); iii) La diligencia

reforzada y el enfoque diferencial aplicable a víctimas del conflicto armado reconocidas

judicialmente (PS5, párr. 6; Nota de Orientación 6).

En consecuencia, solicitamos respetuosamente que la CAO examine estas posibles brechas en

el marco de sus funciones, con especial consideración de los legacy issues derivados de la

ocupación inicial y de la necesidad de garantizar una reparación integral alineada con los

estándares internacionales y con la Ley 1448 de 20112.

SECCIÓN PRIMERA

ASPECTOS TÉCNICOS RELEVANTES

El presente capítulo tiene como propósito exponer de manera estructurada los principales

elementos técnicos que, a juicio de los reclamantes, evidencian brechas sustantivas entre el

estándar aplicable (PS1 y PS5/ND5) y su implementación práctica en el Proyecto Troncal del

Magdalena II.

Esta verificable yinformación se presenta con el propósito de facilitar un análisis claro,

ordenado de los aspectos que requieren examen específico dentro del marco de supervisión de

la CAO.

I.

B

Identificación, Línea Base Social y Condición de Sujetos de Especial Protección

→ Hecho verificable.

En el año 2016 se profirió sentencia de restitución de tierras respecto del predio "Las Palmeras",

decisión judicial pública, en firme y de obligatorio cumplimiento (Ver Anexo 1).

2 Por la cual se dictan medidas de atención,  asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno

y se dictan otras disposiciones.
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El pronunciamiento judicial, no solo reconoció el derecho a la restitución de la propiedad, sino

que declaró a los titulares como víctimas del conflicto armado colombiano, condición jurídica

que activa deberes reforzados de protección y restablecimiento en el ordenamiento nacional.

⇒ Situación observada.

En el marco del Plan de Acción de Reasentamiento (PAR), en calidad de titulares fuimos

categorizados como "propietarios ausentes", sin incorporación expresa de la condición de

víctimas restituidas dentro de la línea base social ni dentro de la matriz de vulnerabilidad del

proyecto.

Con anterioridad a la formulación de la presente queja, existieron comunicaciones y gestiones

formales dirigidas tanto a la concesionaria, como al financiador (BID e IFC) relacionadas con la

situación jurídica del predio y con la sentencia de restitución. Tales actuaciones, además,

constituyen requisito de procedibilidad para la admisibilidad de la presente queja (Ver Sección

Segunda y Tercera).

En este contexto, resulta técnicamente relevante examinar la consistencia de la clasificación

como "ausentes, a la luz de la existencia de contactos previos documentados y de información

judicial pública disponible.

⇒ Fecha de corte (cut-off date) y proceso censal.

Para el caso Sub - Examine, no existe constancia debidamente publicada, ni evidencia

verificable de socialización respecto de la fecha de apertura y cierre del censo utilizado para

definir los criterios de elegibilidad dentro del PAR.

En el marco del PS5, la determinación y adecuada divulgación de la "cut-off date" constituye un

elemento esencial para garantizar transparencia, seguridad jurídica y trato equitativo en la

identificación de personas elegibles para compensación (PS5, párr. 12; Nota de Orientación 15).

Así las cosas y, particularmente, cuando existe una sentencia judicial en firme que reconoce

derechos con anterioridad al proceso censal, resulta pertinente analizar, si el diseño del PAR

incorporó mecanismos extraordinarios de actualización para evitar exclusiones injustificadas.

⇒ Brecha técnica relevante.

3



El PS5 exige una identificación completa y precisa de todas las personas afectadas, incluyendo

aquellas con derechos formales reconocidos judicialmente (PS5, párr. 12; Nota de Orientación

13).

Asimismo, en contextos que involucren poblaciones vulnerables o sujetos de especial

protección, el estándar exige diligencia reforzada en la identificación y gestión de riesgos

sociales (Nota de Orientación 6).

La omisión de integración expresa de la sentencia en firme dentro del proceso de

caracterización social, así como la ausencia de claridad sobre el proceso censal y su

actualización, plantean cuestionamientos técnicos sobre la coherencia entre la información

disponible y la categorización adoptada.

Los intervinientes no pueden, ni deben perder de vista, que la ND5 (Párrafo 8) y el Handbook

(2023), exigen una evaluación exhaustiva para identificar personas y grupos vulnerables que

puedan sufrir impactos desproporcionados. El diseño de las medidas de mitigación debe

considerar estas vulnerabilidades específicas, por lo tanto, categorizar a víctimas de despojo

forzado y desplazamiento por el conflicto armado como "propietarios ausentes", es un error

grave de caracterización en la línea base socioeconómicа.

Un propietario ausente convencional, reside en otro lugar por elección económica o personal;

la familia Anaya Salazar estuvo ausente por actos de violencia y desplazamiento forzado.

Tratarlos bajo la categoría estándar, invisibiliza el enfoque diferencial requerido por la ND5 у

anula su acceso a medidas de apoyo transicional y psicosocial (Transitional Support).

El censo socioeconómico y la matriz de vulnerabilidad del Plan de Acción de Reasentamiento

(RAP) deben actualizarse. La familia debe ser reclasificada como una Unidad Social Productiva

(USP) altamente vulnerable, lo cual activa la obligatoriedad de diseñar medidas de asistencia

específicas, monitoreo reforzado y apoyo para la restitución de sus derechos.

II. Costo de Reposición Integral y Alcance de la Compensación.

⇒ Hecho verificable.

Las respuestas institucionales recibidas, validaron la negativa de compensación integral con

fundamento en pagos previos realizados a terceros ocupantes.
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Adicionalmente, en las comunicaciones recibidas por parte del financiador, el BID, replicó

sustancialmente la posición adoptada por el prestatario, respaldando la improcedencia de una

compensación adicional bajo el argumento de "doble pago".

Desde una perspectiva técnica, de estándares internacionales, esta alineación resulta relevante,

en la medida en que el estándar de Full Replacement Cost, previsto en PS5, opera con autonomía

frente a controversias administrativas previas o errores en pagos efectuados a terceros.

Por ello, corresponde examinar si la validación institucional incorporó un análisis

independiente de consistencia con los Estándares de Desempeño aplicables, o si se limitó a

reproducir la interpretación adoptada bajo el marco normativo interno.

⇒ Estándar aplicable.

PS5 establece el principio de Full Replacement Cost (FRC), el cual opera con autonomía frente a

limitaciones derivadas de errores administrativos o pagos efectuados a terceros (PS5, párr. 12;

Nota de Orientación 8).

⇒Brecha técnica relevante.

La exclusión de construcciones, mejoras productivas y árboles frutales bajo el argumento de

"doble pago" genera una divergencia sustantiva, entre el principio de reposición integral y la

práctica aplicada.

El estándar internacional exige que el titular legítimo reciba compensación plena por la

totalidad de los activos afectados, independientemente de controversias administrativas

previas.

La Nota de Orientación 8 establece expresamente, la necesidad de "bridging gaps" cuando el

marco normativo nacional, resulte más restrictivo que el estándar internacional.

En el presente caso, la aplicación de una interpretación erronea del marco interno, parecería no

armonizar plenamente con el principio de reposición integral exigido por el PS5,

particularmente tratándose de titulares reconocidos judicialmente.

El argumento de "doble pago" invocado por el prestatario es una restriccion que no es oponible

frente a la ND5. El hecho que el concesionario anterior haya pagado erróneamente a ocupantes

de mala fe (acto declarado nulo por un juez) no extingue ni limita la obligación del proyecto hacia
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los titulares legítimos, quienes no tienen el deber de soportar las falencias administrativas

anteriores.

El riesgo fiduciario de haber compensado a la persona equivocada es del cliente/prestatario, no

de la población afectada. Negar el pago de las mejoras (jagüeyes, corrales, maderables) al titular

legítimo constituye una subcompensación directa y una violación frontal del estándar impuesto

por la ND5. El prestatario debe asumir el costo de las mejoras a favor de la familia restituida.

Como acción correctiva se debe exigir al cliente, la formulación inmediata de un plan de acción

correctivo (o plan suplementario), fondeado con recursos del concesionario para cubrir este

pago, garantizando la equivalencia material, sin trasladar el costo del error administrativo a las

víctimas.

⇒

En

I. Remisión del Caso al Escenario de Expropiación Judicial

Hecho verificable.

comunicaciones formales y en interacciones directas con el Proyecto, el señor Jose

Fernando Vergara, Director Predial, precisó que los aspectos relacionados con la

compensación de ITEMS previamente pagados y compensación del daño bajo el esquema del

Full Replacement Cost, debían tramitarse en el marco del proceso de expropiación judicial.

La remisión a la expropiación judicial origina un impacto social que debió ser mitigado en la

fase de planeación, contraviniendo el principio de jerarquía de mitigación de la PS1.

⇒ Estándar aplicable.

El PS5 establece obligaciones autónomas de compensación y restablecimiento bajo el estándar

internacional, las cuales no se agotan ni se sustituyen por los mecanismos procesales

nacionales.

El estándar exige un enfoque preventivo, previo y restaurativo frente al desplazamiento físico o

económico (PS5, párr. 5 y 12).

⇒ Brecha técnica relevante.

La canalización exclusiva del asunto hacia el escenario judicial interno podría, limitar la

aplicación efectiva del principio de Full Replacement Cost, trasladar al ámbito contencioso una

obligación que bajo el PS5 debe gestionarse de manera preventiva y previa, podría diluir la

responsabilidad del prestatario en la implementación directa del estándar internacional.

6



Resulta técnicamente pertinente analizar, si esta remisión resulta compatible con el carácter

autónomo de los Estándares de Desempeño, toda vez que el espíritu de la ND5 (Párrafo 9), es

que el reasentamiento y la adquisición de tierras se basen, en la medida de lo posible, en

acuerdos negociados.

La expropiación debe concebirse como último recurso, en donde el proceso judicial nacional,

no exime al prestatario de cumplir con la ND5 (Párrafo 11 y 12). Bajo esta premisa, canalizar el

caso a la vía judicial expropiatoria, únicamente para que un juez resuelva la limitación

administrativa del "doble pago", es una práctica inaceptable bajo estándares IFC ND5. El

prestatario no puede, ni debe trasladar la carga procesal y temporal a la población vulnerable.

IV. Inicio de Actividades en la UF-0 y Principio de Compensación Previa.

Hecho verificable

El predio se ubica dentro de la Unidad Funcional 0 (UF-0), correspondiente a una fase operativa

crítica del proyecto.

⇒ Estándar aplicable.

El PS5 dispone que el desplazamiento físico o económico no debe producirse antes de que se

haya proporcionado compensación y medidas adecuadas de restablecimiento (PS5, párr. 5).

⇒Brecha técnica relevante.

El avance de actividades en el área sin la resolución integral de la situación de los propietarios

restituidos sugiere una posible desalineación entre el cronograma operativo y las salvaguardas

sociales, particularmente en lo relativo al principio de compensación previa y restablecimiento

oportuno de medios de vida (Nota de Orientación 23).

V. Restablecimiento de Medios de Vida y Prolongación del Daño/

Desplazamiento Económico no mitigado.

⇒Hecho verificable.

Desde la sentencia del año 2016, no se ha materializado restitución efectiva, ni compensación

integral que permita el restablecimiento productivo del predio.

⇒ Estándar aplicable.

7
































